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*

a discriminación en el empleo y la ocupación es objeto de una re-

 

L

 

probación general y sin paliativos, a pesar de lo cual es un hecho
que perdura en todo el mundo. Ahora bien, es variable la difusión de
los diversos tipos de discriminación — ya sea racial, sexual o religio-
sa — y la manera en que se plasma en los diferentes países, y dentro de
un mismo país, a lo largo del tiempo. Incluso en sociedades en las que
las prácticas de igualdad de oportunidades en el trabajo son algo habi-
tual desde hace tiempo, los miembros de los colectivos discriminados
están lejos de gozar de igualdad de condiciones con los que pertenecen
a los estamentos dominantes.

Para acabar con la discriminación y alcanzar la igualdad en el tra-
bajo, importa comprender qué hay que erradicar y cómo hacerlo, para
lo cual es preciso responder antes, entre otras cosas, a las ya clásicas
preguntas que Amartya Sen formuló del modo siguiente: 

 

¿Igualdad de
qué?

 

 e 

 

¿Igualdad para quién?

 

 (Sen, 1992). Las respuestas que demos a
estas preguntas dependerán de cuáles sean, a nuestro juicio, las causas
y las consecuencias de las desigualdades entre los sexos, razas o religio-
nes, por sólo mencionar algunas de las variables. En este artículo ex-
pondremos las distintas maneras de entender las causas de la discrimi-
nación en el trabajo, el significado de la «igualdad en el trabajo» y el
modo de conseguir este objetivo. Consideramos importante analizar los
conceptos de discriminación y de igualdad porque cada uno tiene sus
propias consecuencias en la concepción de los planes políticos.

 

* OIT, Programa InFocus sobre la Promoción de la Declaración relativa a los principios y
derechos fundamentales en el trabajo (adoptada por la OIT en 1998).
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Delimitación del problema

 

En el Convenio de la OIT sobre la discriminación (empleo y ocu-
pación), 1958 (núm. 111), se afirma que la discriminación es «cualquier
distinción, exclusión o preferencia basada en motivos de raza, color,
sexo, religión, opinión política, ascendencia nacional u origen social
que tenga por efecto anular o alterar la igualdad de oportunidades o de
trato en el empleo y la ocupación». Por tanto, la discriminación en el
trabajo consiste en una diferencia de trato basada en las características
personales de un individuo, como la raza o el sexo, y no en su perfil pro-
fesional, que puede ser el idóneo para el empleo de que se trate. Con
ello se le impone una desventaja o se le niegan ciertos beneficios, pres-
taciones y oportunidades de que gozan otros miembros de la sociedad.
En el Convenio núm. 111 figuran las palabras «empleo» y «ocupación»
con el propósito de dejar claro que todo el mundo no sólo debe tener
acceso a un empleo, sino también poder elegir libremente ocupación.
Además, ampara frente a la discriminación de trato y oportunidades
tanto a las personas ocupadas como a las que buscan trabajo. Asi-
mismo, el Convenio prescribe la igualdad de acceso a la formación pro-
fesional, ya que sin ella no puede haber igualdad real alguna en la
admisión a un empleo o una ocupación.

 

Discriminación directa e indirecta

 

La importancia que el Convenio núm. 111 atribuye a los resulta-
dos — es decir, a la privación o a las restricciones causadas por las dife-
rencias de trato — hace que no sea necesario, para calificar una
situación de discriminatoria, que exista un propósito deliberado de cau-
sarla

 

1

 

. La discriminación puede ser directa o indirecta. Es directa
cuando hay normas y prácticas que, de manera expresa, excluyen o dan
preferencia a determinadas personas sólo porque pertenecen a tal o
cual colectivo. Los anuncios de vacantes en los que se desaconsejan sin
disimulo las candidaturas de trabajadores casados o de personas que
hayan cumplido ya cierta edad o que tengan un color de piel o unas
características físicas determinadas son ejemplos de discriminación
directa. Son del mismo signo las restricciones que las normas consuetu-
dinarias imponen a las empresarias en algunos países africanos para
arrendar o poseer locales, aunque tengan medios para hacerlo, debido

 

1

 

La Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones de la OIT
observó que, si bien algunas definiciones de discriminación se refieren directa o indirectamente a
su carácter intencional, el Convenio núm. 111 «se refiere a ‘cualquier’ discriminación sin mencio-
nar la intención de su autor, e incluso sin que sea necesario que haya un autor identificable, como
en los casos de discriminación indirecta o de segregación profesional fundada en el sexo» (OIT,
1988, pág. 22, párrafo 26).
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a lo cual muchas de ellas se instalan en locales inapropiados

 

2

 

. Estas dis-
criminaciones hunden sus raíces en prejuicios y apreciaciones sesgadas
sobre la capacidad o la conciencia profesional de las personas pertene-
cientes a determinados colectivos, ajenos a sus calificaciones y expe-
riencia reales. Esta forma de clasificar de antemano a la gente es
discriminatoria, porque exige implícitamente que las personas pertene-
cientes a una colectividad desfavorecida tengan las mismas característi-
cas que se postulan como propias del sector dominante de la sociedad
(Sheppard, 1989).

Es mucho más fácil detectar la discriminación directa que la indi-
recta, la cual consiste en normas, procedimientos y prácticas que son a
primera vista neutrales, pero cuya aplicación afecta de manera despro-
porcionada a los miembros de determinados colectivos. En algunos paí-
ses, por ejemplo, los requisitos de estatura exigidos para algunos pues-
tos excluyen a los miembros de minorías étnicas, cuya estatura media
suele ser inferior a la media nacional general. El carácter arbitrario de
esta regla es evidente si no es necesario tener determinada estatura
para desempeñar dichos puestos. También puede haber discriminación
indirecta si se trata de manera diferente a distintas categorías de traba-
jadores. Por ejemplo, en la mayoría de los países los trabajadores
domésticos están privados de hecho o de derecho de la protección que
garantiza la ley a otros asalariados, y como, por lo general, los trabaja-
dores domésticos son mujeres, miembros de minorías étnicas o inmi-
grantes, su exclusión del ámbito de la legislación laboral constituye una
discriminación indirecta fundada en el sexo, la raza, el origen étnico o
la nacionalidad.

Puede ser difícil demostrar la discriminación indirecta, sobre todo
si provoca una exclusión desproporcionada, pero no absoluta, del tra-
bajo de determinados colectivos. En el Canadá, por ejemplo, ha sido
mucho más fácil sustanciar los casos de discriminación indirecta contra
miembros de minorías religiosas o personas con alguna discapacidad
que los casos de discriminación basada en el sexo o en la raza que daban
lugar a disparidades, pero no a la exclusión total del trabajo, en perjui-
cio de las mujeres o de los miembros de minorías étnicas (Sheppard,
2002).

La discriminación indirecta así definida plantea tres cuestiones de
importancia para la programación política. La primera es que pone
de manifiesto que, en ocasiones, tratar del mismo modo a personas
diferentes, sin tomar debidamente en cuenta las circunstancias propias
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La falta de locales adecuados o asequibles complica mucho las cosas cuando se trata de
un negocio de elaboración o preparación de alimentos, sector en el que predominan las empresa-
rias. La reglamentación de estas actividades fija normas de higiene, y la imposibilidad de instalarse
en locales apropiados, a causa de costumbres desfavorables a las mujeres, hace que a éstas les sea
más difícil que a los hombres «regularizar» sus negocios y les expone al hostigamiento de las auto-
ridades públicas (véase Richardson, Howarth y Finnegan, 2003, pág. 23).
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de quienes están en situación de desventaja, puede perpetuar las desi-
gualdades existentes, o incluso ahondarlas, en lugar de disminuirlas. Es
decir, que en algunos casos para poner en práctica la igualdad hay que
tratar de modo diferente a las personas diferentes (Minow, 1998). Lo
que se plantea seguidamente es si se justifica ese trato desigual y, de ser
así, cuáles son los motivos aceptables para consentir cierto grado de
desigualdad. Estudiaremos este tema más adelante, en el apartado rela-
tivo al modelo de igualdad basado en la justicia social colectiva.

Un problema complejo relacionado con lo anterior es el de cómo
valorar la diferencia entre las personas, ya que el hecho de considerar-
las «diferentes» o «semejantes» puede dar lugar a resultados injustos.
Podemos tropezar con problemas al considerar la diferencia de una
persona o un colectivo como 

 

innata

 

 o 

 

intrínseca

 

 — en lugar de como un
fenómeno de 

 

relaciones

 

 —, esto es, una característica que surge con
referencia a un elemento de comparación. Si definimos la diferencia
como algo inherente a una persona o un colectivo, estaremos postu-
lando que existe una persona o un colectivo normal que sirve de patrón,
de elemento de comparación. Trataremos en tal caso a los miembros de
los colectivos desfavorecidos como excepciones a la regla y, a causa
de su diferencia, les reconoceremos derechos especiales, acordes con
sus necesidades propias (Ben Israel, 1998). En cambio, si se entiende
que la diferencia se crea a través de una relación, la diferencia ya no
caracteriza a una persona que se desvía de la norma, sino que las dos
personas que estamos comparando simplemente difieren entre sí. Con-
forme a este planteamiento, la diferencia surge a través de una relación;
es decir, la propia relación forja la diferencia que justifica la exclusión
de una persona o un colectivo determinado. Las críticas feministas del
paradigma de la semejanza y la diferencia aducen que el estudio de la
diferencia desde la perspectiva de las relaciones sirve para entender
que no es la naturaleza, sino el orden social y jurídico establecido el que
engendra y mantiene la subordinación de la mujer

 

3

 

. Desde esta pers-
pectiva, la exclusión que padece una persona que debe desplazarse en
una silla de ruedas no es achacable a su diferencia o discapacidad, sino,
por ejemplo, a la inexistencia en el centro de trabajo de la oportuna
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La teoría basada en la diferencia surgió en contra de la actitud primitiva del feminismo
liberal, que minimizaba las diferencias entre los sexos para que las mujeres pudiesen asimilarse en
las normas dominantes impuestas por un patrón masculino general. Según este planteamiento, ser
igual significaba ser semejante. En cambio, la teoría basada en la diferencia aboga por reconocer,
en lugar de suprimir, las diferencias entre los sexos y los géneros, ya que propugna que se dé un
trato especial a las mujeres, y se tengan en cuenta sus necesidades propias, a causa de su capacidad
reproductora y las funciones correspondientes que les asigna la sociedad. Ahora bien, el fallo de
la teoría basada en la diferencia estriba en que sigue considerando que los varones son la referen-
cia y las mujeres «el otro» (véase MacKinnon, 1987). Otros defectos del paradigma de la seme-
janza y la diferencia nacen del hecho de que presupone la existencia de un observador neutral que
determina qué debe considerarse diferente y de una norma conforme a la cual se pueda medir la
semejanza y la diferencia (Minow, 1987).
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rampa de acceso. Es decir, se considera que la causa de la discrimina-
ción no estriba en la persona que es diferente, desviante o excepcional,
sino en el centro de trabajo o en la sociedad, de modo que ya no se trata
de hacer sitio a la diferencia, sino de transformar el centro de trabajo y
la organización de la actividad laboral para que ya no haya un único
modelo o patrón de referencia «normal».

La segunda consecuencia programática del concepto de discrimi-
nación indirecta es que posibilita la labor de valoración crítica y replan-
teamiento de las prácticas establecidas y los principios arraigados en el
mundo del trabajo, con el fin de detectar y suprimir las normas y los
procedimientos perjudiciales para los miembros de determinados
colectivos. Según este planteamiento, la discriminación no es un acto
aislado de un empresario o un trabajador, ya que está profundamente
incrustada en la manera en que funcionan los centros de trabajo. Éstos
han sido estructurados y dispuestos de modo tal que excluyen o perju-
dican a los miembros de los colectivos que se desvían del modelo de tra-
bajador tipo, el cual puede consistir, por ejemplo, en un varón blanco
casado cuya esposa se ocupa de los hijos y de las tareas del hogar o en
una persona sin impedimentos físicos o sensoriales.

La tercera consecuencia del concepto de discriminación indirecta
es que posibilita hacer uso de las estadísticas para dilucidar si un criterio
aparentemente neutral excluye o perjudica a los miembros de un colec-
tivo frente a los de otro

 

4

 

, aunque ello no deja de plantear problemas,
pues los análisis estadísticos se basan en la observación de las diferen-
cias entre los resultados que alcanzan los distintos colectivos en el mer-
cado de trabajo y que se consideran injustas, lo cual presupone ya un
sesgo. Ahora bien, si se emplean correctamente, las estadísticas pueden
poner de manifiesto los casos de discriminación indirecta que hasta el
momento eran insospechados

 

5

 

. También constituyen un instrumento
excelente para seguir de cerca y medir el progreso o el retroceso de la
lucha contra la discriminación.

 

Qué hechos no constituyen discriminación

 

No se puede tildar de discriminatorias en el sentido reprobable a
que venimos refiriéndonos a todas las distinciones fundadas en las
características personales. Se acepta que el trato diferente motivado
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Se parte del supuesto de que en un entorno no discriminatorio debe haber un número
proporcional de trabajadores hombres y mujeres y de personas de las distintas razas y religiones.
La infrarrepresentación de un colectivo debe considerarse a primera vista un indicio fundado de
que es probable que exista una práctica discriminatoria. Ahora bien, si no se descubre ningún cri-
terio excluyente o, de hallarse, se justificase por las necesidades del trabajo, estará fuera de lugar
la presunción de discriminación.
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Puede verse un análisis excelente de lo difícil que es determinar la existencia de una pre-
sunción fundada de discriminación indirecta en Sjerps (1999).
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por las condiciones específicas de un puesto de trabajo es justo y efi-
ciente. Por ejemplo, muchas veces se considera que ser hombre o mujer
es un requisito legítimo en puestos de trabajo que requieren intimidad
física o en actividades artísticas ejecutadas en público. Las opiniones
políticas o las creencias religiosas también pueden ser, en circunstancias
muy concretas, un requisito admisible para desempeñar determinados
empleos. Por ejemplo, la afiliación a un partido político puede ser una
condición previa para ocupar altos cargos que conllevan atribuciones
especiales relativas a la puesta en práctica de la política oficial de un
gobierno; en el mismo sentido, muchas veces se considera que practicar
determinada fe religiosa es un requisito necesario para enseñar en esta-
blecimientos de enseñanza religiosos. Empero, en todos los casos, estas
excepciones a la regla general deben aplicarse dentro de ciertos límites,
fundándose en pruebas irrefutables de que el trato especial es indispen-
sable para el trabajo correspondiente, y no deben servir de base para
justificar una exclusión sistemática de algunos candidatos. Otras distin-
ciones que no constituyen discriminación condenable son las disposi-
ciones justificadas por la seguridad del Estado.

Tampoco suelen considerarse discriminatorias las medidas espe-
ciales de asistencia o protección a determinadas categorías de personas,
con objeto de asegurar la igualdad de trato y de oportunidades en la
práctica. Son ejemplos de ellas la enseñanza en el centro de trabajo del
idioma del país a trabajadores recién inmigrados y la autorización a los
trabajadores de una iglesia minoritaria para que utilicen los vestuarios
con el fin de cumplir sus obligaciones religiosas. Las leyes que prohíben
que las mujeres trabajen en las minas o de noche han sido consideradas
tradicionalmente medidas de amparo especiales, aunque la corriente
imperante hoy día aboga por proteger a las trabajadoras en el marco
más general de la mejora de las condiciones laborales de todos los traba-
jadores — sea cual fuere su sexo — y por el fomento de la igualdad de
oportunidades
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. Ahora bien, la protección de la maternidad va más allá
de la esfera de la legislación protectora y se ha de considerar premisa del
principio de igualdad en lugar de una excepción a él. También se reco-
noce que es una distinción justificada el trato preferente basado en el
sexo, la raza o la discapacidad, tal como se contempla en las medidas de
«discriminación positiva», que veremos más adelante con detalle.

 

6

 

El informe de la OIT titulado 

 

Trabajo nocturno de la mujer en la industria

 

 reconoce que
hay una tendencia general a abrogar la prohibición total del trabajo nocturno de la mujer en la
industria incluso en países con normas sociales conservadoras y opiniones estereotipadas acerca
de la función económica de la mujer. Aunque se congratula de esta tendencia, el informe advierte
de los efectos perniciosos que puede tener para los trabajadores de los dos sexos una revisión de
las medidas de protección especiales si no se lleva a cabo teniendo presente la necesidad de garan-
tizar alguna otra protección institucional. Además, se aboga en él por un examen periódico de la
legislación protectora para suprimir todas las limitaciones discriminatorias, al tiempo que se reco-
noce la importancia de llegar a soluciones flexibles y consensuadas (véase OIT, 2001).
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El mérito, una idea configurada socialmente

 

Salvo en las situaciones que hemos mencionado, el único funda-
mento firme e incuestionable de la diferencia de trato es el mérito, esto
es, la relación entre las cualificaciones de una persona y las necesarias
para desempeñar determinado puesto. Ahora bien, la definición de lo
que constituye el mérito es sumamente polémica, y las distintas versio-
nes del concepto denotan orientaciones políticas diferentes y, en oca-
siones, incompatibles

 

7

 

. El mérito no es un concepto absoluto ni está-
tico, sino dinámico y relativo, pues, a decir verdad, lo mismo la
delimitación de las aptitudes y cualidades que el valor que se les atri-
buye están configurados socialmente. El talante, cualificaciones y
aptitudes que se consideran convenientes y cruciales para el «éxito» co-
rresponden a los de las personas que ocupan cargos de autoridad (Mac-
Kinnon, 1987). Los valores e ideas de las empresas acerca de las mane-
ras preferidas de hacer las cosas y de quiénes son las personas idóneas
para los diferentes puestos de trabajo, las carreras profesionales y las
recompensas corporativas se presentan habitualmente como expresión
de un interés y una orientación generales y compartidos, siendo así que,
en realidad, se basan en relaciones humanas y de poder. Reflejan las
disposiciones en materia de organización del trabajo resultantes de una
serie de negociaciones y compromisos entre diversas partes, en los que
ni las mujeres y ni otros colectivos discriminados han intervenido ni han
tenido influencia.

Ya en 1944, Everett Hugues observó que las decisiones acerca de
la contratación y los ascensos se tomaban basándose en dos conjuntos
de características: el primero son las condiciones oficiales y legítimas
para desempeñar determinado puesto de trabajo, y el segundo, las
características personales que, a juicio de la empresa, propician el esta-
blecimiento de una relación de confianza y reconocimiento mutuos. La
confianza es, sin duda, esencial para alcanzar cierto grado de previsibi-
lidad del comportamiento de las personas recién contratadas y, gracias
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Puede verse un análisis excelente de la complejidad del significado de «mérito» y sus rela-
ciones con el asunto más general de las ventajas y los inconvenientes de la «discriminación posi-
tiva» en McCrudden (1998). McCrudden deslinda cinco nociones o modelos de mérito: 1) el
mérito en tanto que inexistencia de discriminación deliberada, amiguismo o favoritismo político;
2) el mérito en el sentido común general, conforme al cual es razonablemente probable que la
posesión de las cualidades que se consideran generalmente valiosas en la sociedad sea asimismo
válida para ejercer determinado puesto de trabajo; 3) el mérito ligado estrictamente al puesto de
trabajo, lo cual entraña que debe contratarse o asignarse a la persona que posee las cualificaciones
idóneas para el empleo; 4) el mérito en tanto que capacidad para conseguir determinados resulta-
dos, según lo cual lo más importante para desempeñar mejor un empleo no es tener las cualifica-
ciones preestablecidas, sino poseer las cualidades esenciales para llevar a cabo las tareas asignadas;
5) el mérito en tanto que capacidad para ser provechoso a la empresa o entidad, esto es, la posesión
de los atributos gracias a los cuales una persona sirve lo más eficazmente posible a la misma con-
siderada en su conjunto, más allá de su aptitud para tal o cual puesto de trabajo.
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a ello, asegurar el funcionamiento sin tropiezos de la empresa. Se pen-
saba que tratar con semejantes que fueran «homogéneos» socialmente
— esto es, hombres en entidades en las que predominaban los varones —
era menos inseguro que hacerlo con personas diferentes e «imprevisi-
bles», como las mujeres (véase Hugues, 1944, citado en Burton, 1991).

Lo anterior indica que las estructuras organizativas y profesiona-
les condicionan las posibilidades, o la falta de ellas, que tienen las per-
sonas. Esas estructuras conforman asimismo la percepción que se tiene
de qué personas concretas son buenas o no profesionalmente, con inde-
pendencia de su valía y aspiraciones verdaderas. De lo que se trata,
pues, es de idear maneras para medir y comparar el valor de diferentes
trayectorias vitales y laborales basándonos en criterios exentos de ses-
gos por razón del sexo, la raza o las aptitudes, para no privar a nadie de
la igualdad de oportunidades sólo porque pertenece (involuntaria-
mente) a un colectivo.

 

Las intersecciones o cruces de varios motivos
de discriminación

 

Son varias las características personales que se han ido recono-
ciendo, internacional y nacionalmente, como causa de discriminación
en el trabajo. Además de los siete motivos mencionados explícitamente
en el Convenio núm. 111 de la OIT, hay otros, como la discapacidad, la
edad, la condición sexual, el estado de salud y la pertenencia a un sin-
dicato. Los rasgos personales que dan lugar a prácticas discriminatorias
difieren, entre otras cosas, por su índole, por la facilidad o dificultad
con que se pueden detectar y porque pueden variar. Por ejemplo, el
sexo o la raza son visibles normalmente en la apariencia de una persona
y se los considera habitualmente rasgos fijos e inmutables; las creencias
religiosas, las opiniones políticas y la condición sexual, en cambio, no
son siempre apreciables a primera vista y quizá sean más variables con
el transcurso del tiempo. La discriminación fundada en estos motivos
presupone que las personas transmiten información, o tienen compor-
tamientos o apariencias vestimentarias que llevan a otras a asociarlas
con determinadas religiones, orientaciones políticas o preferencias
sexuales marcadas por estereotipos negativos. No se trata, pues, sólo de
la religión que una persona profese, sino, muchas veces, de 

 

suposiciones

 

acerca de su pertenencia a una religión, deducidas de su color de piel o
de otros signos, o bien de la nacionalidad o de los orígenes nacionales
que se le suponen, debido a las cuales un empleador tal vez no le dé tra-
bajo o la despida.

Ahora bien, las características que producen disfavor son más
imprecisas de lo que pudiera parecer en un principio, y lo mismo sucede
con las delimitaciones entre ellas. Así, por ejemplo, se puede utilizar la
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«raza» para referirse a distinciones basadas en el color de la piel o el ori-
gen étnico, o bien se la puede hacer equivalente a una combinación de
religión y cultura (Modood, 1992). El «color» es otro concepto bru-
moso, ya que es en buena medida una apreciación subjetiva. La compo-
sición demográfica del Brasil muestra lo enormemente difícil que es
establecer fronteras claras entre distintos matices de color, pues las deli-
mitaciones son ambiguas, si bien parece existir una correlación entre la
impresión que se tiene del color de una persona y su condición
socioeconómica: por lo común, cuanto más elevada sea la posi-
ción social de alguien, más clara se considerará que tiene la piel, lo cual
ha llevado a algunos analistas a decir que «el dinero blanquea y la
pobreza oscurece» (Silva, 2002). Ello nos indica que el color y la clase
social impregnan el proceso de selección para los puestos de trabajo y
los pasos posteriores dentro del mercado laboral (incluido el desem-
pleo), aunque la clase parece prevalecer sobre el color en tanto que
causa de relegación (

 

ibíd.

 

).
La discapacidad es una categoría vasta y fluida. Las personas pue-

den pasar a padecer una minusvalía en diferentes momentos de la vida,
antes o después de ingresar en el mercado laboral, por diferentes cau-
sas y de distintos modos. Las discapacidades se adquieren de diversas
maneras, adoptan diferentes formas, físicas y mentales, y necesitan
remedios y medidas de adaptación asimismo diferentes.

En pocas palabras, apenas hay motivos para suponer que existe
alguna semejanza entre los colectivos sociales ni por lo que se refiere a
la manera en que resultan desfavorecidos ni en cuanto a sus necesida-
des; igualmente diversas son las circunstancias y los casos de discrimi-
nación 

 

en el seno

 

 de colectivos supuestamente homogéneos. Por
ejemplo, la situación de las mujeres con alguna discapacidad es muy
preocupante, sobre todo en los países en los que la función primordial,
cuando no única, de las mujeres es ser esposas y madres. Al tenerlas por
inaptas para el matrimonio, se piensa que son una carga para la familia
y están expuestas a toda suerte de vejámenes. No se les da una instruc-
ción general o una formación profesional como a las demás personas
— aunque, por lo demás, muchas veces no corresponderían a sus nece-
sidades propias —, ni siquiera se les prestan servicios de salud o asisten-
cia (Feika, 1999).

No existe un fenómeno único de opresión que se ejerza sobre to-
dos los miembros de un colectivo desfavorecido. Las mujeres, por ejem-
plo, padecen diferentes tipos de discriminación y de privaciones, en
distintos grados según, entre otros factores, su clase, preferencia sexual
y color de piel. No podemos separar las desventajas que padecen las
mujeres por serlo de las que tienen su origen en otros atributos perso-
nales o de identidad ni de la interacción de identidades que muchas ve-
ces es la causa de actos de exclusión y disfavor que sólo padecen
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quienes poseen tal o cual mezcla de identidades

 

8

 

. Por ejemplo, las mu-
jeres de una etnia minoritaria pueden padecer discriminación mientras
que no la sufren ni los varones de la misma minoría ni las mujeres de la
población predominante. Varios casos de acoso sexual registrados en el
Canadá constituyen un ejemplo interesante de los efectos acumulados
del sexismo y el racismo

 

9

 

.
El reconocimiento de que la interpretación tradicional de la discri-

minación fundada en motivos concretos (por ejemplo, el sexo, la raza,
la edad o la discapacidad) deja de lado la situación que viven determi-
nados «subgrupos» de personas (por ejemplo, las mujeres de tal o cual
raza o edad) ha propiciado la aparición del «análisis interseccional». En
un artículo que abrió perspectivas enteramente nuevas, Kimberlé
Crenshaw señala que la discriminación que tal vez sufra una mujer de
color por su sexo y el color de su piel no se reduce a la mera suma del
sexismo y el racismo, sino que es una mezcla de ambos elementos y que
es esta sinergia la causa de que la discriminación que padecen las muje-
res no blancas sea distinta en términos cualitativos, no cuantitativos
(Crenshaw, 1991). Este método de análisis es acertadísimo para poner
de manifiesto nuevos tipos de discriminación que habían permanecido
ocultos a los ciudadanos en general y para lograr que se preste atención
a las personas más indefensas (Makkonen, 2002). También ha ayudado
a revelar las limitaciones y los problemas de un sistema de protección
de los derechos humanos fundado en categorías y motivos de discrimi-
nación de índole colectiva. A este enfoque por categorías se le puede
escapar la especificidad de la discriminación «interseccional» que
sufren personas con varias identidades, las cuales, por consiguiente,
pueden verse privadas de la protección oportuna (Sheppard, 2001).

 

La igualdad de trato y de oportunidades,
un concepto polifacético

 

Es evidente que — por estar tan generalizada y por su arraigo ins-
titucional y cimientos culturales y políticos — la discriminación en el
trabajo no desaparecerá por sí sola, y que tampoco bastará con suprimir
los obstáculos o medidas desfavorables contra determinadas personas
o colectivos para resolver el problema y alcanzar en la práctica la igual-
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Fueron las feministas negras norteamericanas quienes mejor consiguieron descubrir que
estaban sesgados los supuestos teóricos del movimiento de liberación de la mujer dominantes
hasta finales del decenio de 1970. La tesis principal que denunciaron era

 

 

 

la que sostenía que todas
las mujeres, fueran cuales fuesen su edad, clase u otras características, tropezaban con los mismos
obstáculos y prejuicios que las mujeres blancas de clase media (Byrnes, 1997).
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Los estereotipos acerca de la sexualidad de las blancas difieren de los referentes a las abo-
rígenes o las asiáticas y, por lo tanto, es razonable pensar que habrá diferencias entre un caso en
que un hombre blanco acosa sexualmente a una mujer blanca y otro en que la víctima es asiática
o aborigen (véase Duclos, 1993).
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dad de trato y de oportunidades para todos. Para combatir la discrimi-
nación en el empleo y la ocupación y promover la igualdad es esencial
desplegar esfuerzos deliberados, sistemáticos y prolongados en los que
participen el Estado, las empresas, las organizaciones de trabajadores y
los propios colectivos discriminados (OIT, 2003), mas para dilucidar el
modo mejor de alcanzar esta meta es igualmente esencial aclarar el sig-
nificado de la «igualdad en el trabajo».

La igualdad en el trabajo es un concepto escurridizo y sin cristali-
zar, cuyo contenido y cuyo alcance varían según el país y con el paso del
tiempo, debido sobre todo a la influencia de las circunstancias econó-
micas, sociales y culturales

 

10

 

. La variedad de significados de la igualdad
de oportunidades pone de manifiesto la existencia de maneras igual-
mente muy variadas de entender la discriminación, qué y quién la
causa, sus desigualdades y desventajas consiguientes en el mercado de
trabajo y cómo darles solución. Es, pues, importante, para la formula-
ción de políticas idóneas, comprender los diferentes significados atri-
buidos al concepto de igualdad.

Según la tipología de McCrudden (2002)

 

11

 

, cabe distinguir tres sig-
nificados o modelos de la igualdad: el modelo de justicia procedimental
o individual, el modelo de justicia colectiva y la igualdad como recono-
cimiento de la diversidad.

 

La igualdad como justicia procedimental o individual

 

El modelo de justicia procedimental o individual es un plantea-
miento que tiene por finalidad reducir la discriminación en el terreno
laboral proscribiendo las consideraciones basadas en características
personales del trabajador que no guardan relación directa con el puesto
de trabajo pero que tienen efectos perjudiciales en quienes las poseen.
Es de orientación claramente individualista y refleja el respeto por la
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La noción de igualdad de trato y oportunidades en el trabajo ha suscitado debates consi-
derables. Pueden verse reseñas de las diferentes nociones de igualdad en Wentholt (1999) y en
Barnard y Hepple (2000).
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En realidad, McCrudden distingue cuatro significados o modelos de igualdad que, aun-
que se fundan en la experiencia de la Unión Europea, son válidos igualmente en otros países y
regiones: el modelo de justicia individual, el modelo de justicia colectiva, la igualdad como reco-
nocimiento de la diversidad y la igualdad como participación. Este último modelo se basa en la
creencia de que es esencial potenciar la autonomía de las víctimas de discriminación a fin de que
se emancipen del trato injusto, para lo cual es decisivo que participen, en pie de igualdad con otros
colectivos, en los procesos de adopción de decisiones que influyen en sus oportunidades en el tra-
bajo y en la sociedad en general. Aunque estamos plenamente de acuerdo en que es necesario que
quienes sufren discriminación participen en la concepción, la puesta en práctica y la supervisión
de las políticas de igualdad, creemos que se da una superposición entre la igualdad en tanto que
participación y la igualdad en tanto que reconocimiento de la diversidad, por lo cual hemos deci-
dido prescindir de aquella en nuestra exposición.
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eficiencia, el mérito y el desempeño profesional. Su objetivo fundamen-
tal es cuidar de que las normas de la competencia entre las personas
no sean discriminatorias y se apliquen con justicia a todos, sean negros
o blancos, hombres o mujeres, miembros de grupos étnicos mayorita-
rios o minoritarios, etcétera. Tomando de Fredman la metáfora de los
competidores en una carrera, diremos que la finalidad de la justicia pro-
cedimental es igualar los puntos de partida de los atletas (Fredman,
1999) y que la consecuencia práctica de este método es la homogenei-
dad de trato basada en la premisa de la semejanza de las personas.
Desde esta perspectiva, la igualdad equivale a un trato parejo (Hepple,
2001). La supresión de los obstáculos a la competencia leal tiene por
finalidad habilitar a todas las personas — con independencia de su raza,
religión o edad — para que sean recompensadas conforme a su mérito,
sus talentos y sus aptitudes propios. Ahora bien, esta teoría no reco-
noce el hecho de que distintos colectivos son desiguales en cuanto a su
dotación de capital social y humano como consecuencia de la discrimi-
nación que sufren sus componentes antes de entrar al mercado laboral.
Tampoco se ocupa del problema de alcanzar una presencia y una distri-
bución más equilibradas de los colectivos en los diferentes sectores y
ocupaciones. Como ha observado Hepple 

 

(ibíd.)

 

, se puede satisfacer la
reclamación de un trato igual en este sentido privando a dos personas
de un beneficio determinado o bien dándoselo a ambas. Además, como
ya hemos dicho, aunque se trate sistemáticamente de manera igualita-
ria a personas diferentes, éstas pueden lograr resultados muy desigua-
les. Desde el punto de vista jurídico este modelo se centra en la lucha
contra la discriminación directa y en las medidas correctivas individua-
les; por lo general, el objetivo es combatir a los autores de la discrimi-
nación deliberada. Admite también la «discriminación positiva» y las
medidas de adaptación especiales, pero las considera una excepción al
principio de igualdad (McCrudden, 2002). Se ha criticado el modelo de
justicia procedimental porque no reconoce el carácter individual e ins-
titucional de la discriminación, descarta la existencia de discrimina-
ción dentro y fuera del mercado laboral y da más importancia a la inten-
ción de discriminar que a las consecuencias de ella (McCrudden, 1999).
Para colmar estas lagunas se ha propuesto el concepto de igualdad sus-
tantiva, más amplio que el de igualdad formal, ya que aboga por alcan-
zar en la práctica mejoras de la condición y la participación en la
sociedad de los colectivos desfavorecidos. Cabe considerar que los
modelos expuestos a continuación son variantes del concepto de igual-
dad sustantiva.

 

La igualdad en tanto que justicia social

 

El modelo de justicia colectiva se ocupa más de los 

 

resultados

 

 de
las decisiones de contratar o despedir que del propio proceso de adop-
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ción de éstas. El principio o premisa en que se funda es el de que existen
desequilibrios en el provecho que reporta el mercado laboral a los esta-
mentos y colectivos sociales y que determinadas personas se encuen-
tran en desventaja por pertenecer a uno de ellos. Este modelo destaca
la situación relativa de los diferentes colectivos más que la de las perso-
nas consideradas individualmente.

La finalidad primordial de este modelo de igualdad es reducir y
erradicar gradualmente las desigualdades entre los colectivos dominan-
tes y los discriminados o subordinados. Como su eje son los efectos de
la discriminación, se considera necesario suprimir los factores determi-
nantes del disfavor, sin importar quién haya causado el problema. La
meta puede ser reparar las consecuencias de una discriminación ante-
rior o promover la justicia distributiva en la actualidad. Se da más
relieve a expresiones como igualdad de resultados y desventaja que al
vocablo discriminación. El blanco de este modelo es la discriminación
indirecta o negativa y, en el plano jurídico, se basa sobre todo, aunque
no de manera exclusiva, en las estadísticas para hallar las pruebas de
discriminación.

Este planteamiento de la igualdad aboga por alcanzar una presen-
cia equitativa de los miembros de los colectivos desfavorecidos en la
población ocupada, por que tengan un acceso justo a la educación y
la capacitación profesional y por su participación justa en el reparto de
beneficios, para lo cual puede ser necesario adoptar medidas especia-
les, entre otras, las de «acción afirmativa», que suelen denominarse con
la expresión «discriminación positiva». Aunque éste es un concepto que
carece todavía de una definición jurídica reconocida universalmente
(Naciones Unidas, 2002), podemos definirlo de manera muy general
como «tratar a una subclase o a un grupo social de manera diferente
para mejorar sus posibilidades de obtener un bien determinado o para
lograr que obtenga un porcentaje de determinados bienes» (Faundez,
1994, pág. 3). Abarca diversos programas y medidas destinados a los
miembros de colectivos desfavorecidos por una discriminación vigente
o como consecuencia de la practicada en épocas anteriores. Las medi-
das pueden consistir en esfuerzos sistemáticos y activos para localizar a
las personas cualificadas de los colectivos de que se trate, a fin de con-
cederles alguna preferencia cuando existe un margen muy estrecho de
diferencia entre los solicitantes de trabajo, o bien en dar a los miembros
de los mismos una preferencia sustancial sobre las personas pertene-
cientes a los colectivos dominantes (Blanpain, 1990). El trato prefe-
rente puede estar ligado al logro de objetivos cifrados para aumentar la
representación de los colectivos de que se trate, fijados en el marco de
planes de empleo igualitario. También puede estar ligado a sistemas
de cupos que asignen un porcentaje de determinados puestos o cargos
a los miembros de estos colectivos.
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El trato preferente refleja la creencia de que la manera más eficaz
de vencer los prejuicios arraigados acerca de la falta de aptitudes y el
mal talante de los miembros de los colectivos desfavorecidos es impo-
ner la presencia de algunos de ellos para demostrar que pueden ser tan
valiosos como los demás en puestos que anteriormente les estaban
vedados. También se basa en la opinión de que la existencia de una
masa crítica de trabajadores de esos colectivos es señal inequívoca de
que hay una voluntad real de alcanzar la igualdad en el trabajo. Ade-
más, parte de la premisa de que sólo se pueden poner en jaque las reglas
y prácticas discriminatorias del mercado laboral si la composición de la
población activa es proporcional a la de la sociedad en cuanto a sexos,
razas, religiones, etcétera.

Ahora bien, las medidas de acción afirmativa («discriminación po-
sitiva») han sufrido críticas severas en los últimos años. La acusa-
ción más frecuente ha sido que constituyen una discriminación inversa,
ya que acarrean un trato preferente a determinadas personas basado en
características — como el sexo o la raza — que no vienen al caso desde
la perspectiva de la igualdad formal. Otra crítica a la «discriminación
positiva» es que suele favorecer a unos pocos miembros de los colecti-
vos beneficiarios que ya se encuentran en situación de ventaja relativa
(Edwards, 1987). Otra más se refiere a las supuestas pérdidas de efi-
ciencia que acarrea el descenso de nivel que estas medidas entrañan: el
trato preferente, dice esta argumentación, hace que los miembros de los
colectivos beneficiarios no se preocupen por mejorar sus cualificacio-
nes profesionales, lo cual disminuye su prestigio a ojos de la sociedad,
ya que siempre se pensará que su contratación o sus ascensos obedecen
a privilegios y no a méritos verdaderos (Loury, 1999). Estas apreciacio-
nes generan resistencia y oposición de los miembros de los estamentos
sociales mayoritarios, que se sienten perjudicados injustamente, lo cual
profundiza la fragmentación social (Calvés, 1999).

En su análisis de la «discriminación positiva» en Sudáfrica, Dup-
per (en prensa) defiende convincentemente que el debate actual sobre
este tema sería más fructífero si se justificase aquella como medio para
promover «formas muy convenientes de cambio social», y no como
modo de reparación de agravios cometidos en otros tiempos. En lugar
de la estrategia retrógrada intrínseca al argumento de la reparación,
Dupper aduce razones progresistas en favor de la «discriminación posi-
tiva». Poner la mirada en el futuro ayudará sin duda a superar algunos
de los problemas que plantea el intento de establecer un nexo causal
entre los agravios de otras épocas y la situación actual de determinadas
personas, y forjar una sociedad diferente en la que se trate por igual a
todos los seres humanos.

La justicia social entendida como igualdad entre colectivos no
afronta sólo los obstáculos de la demanda mediante leyes que castigan
la discriminación y medidas de «discriminación positiva» para modificar
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el comportamiento y las actitudes de los empleadores y de los denomi-
nados «guardianes»

 

12

 

; este planteamiento también preconiza que se
actúe en el ámbito de la oferta, ya sea mejorando la cualificación profe-
sional de los miembros de colectivos desfavorecidos, ya sea aumen-
tando el número de oportunidades laborales gracias a la creación de
puestos de trabajo. Lo anterior quiere decir que se deben complemen-
tar las leyes contra la discriminación con otras medidas públicas cuya
finalidad no tiene por qué ser sólo combatir la discriminación. Por
ejemplo, algunos especialistas afirman que la política de salario mínimo
puede cumplir perfectamente el objetivo de disminuir las desigualdades
de remuneración en el tramo inferior de la escala salarial sin necesidad
de leyes de igualdad de remuneración (Rubery, 2002).

 

La igualdad en tanto que diversidad

 

Este modelo, para el cual la igualdad es el reconocimiento de la
diversidad y la identidad, se basa en admitir que toda persona tiene
diferentes identidades de igual valor, formadas por su raza, color de la
piel, sexo, preferencia sexual, etcétera. Si no se reconoce la importancia
de esas distintas identidades, se practica la opresión y la discriminación.
Este modelo, que apareció a finales del decenio de 1970 y principios del
siguiente, es fruto de la labor de los movimientos de mujeres, las orga-
nizaciones indígenas y tribales y los movimientos de lesbianas y gays,
entre otros, que reivindican el reconocimiento de su derecho a ser dife-
rentes y piden que se acepte y reconozca políticamente su diversidad en
todos los ámbitos de la sociedad. No se trata de alcanzar un comporta-
miento uniforme de hombres y mujeres o de las personas de diferentes
razas o religiones, sino de implantar unas estructuras laborales que
integren y recompensen, en pie de igualdad, los talentos, necesidades y
aspiraciones propios de colectivos diferentes

 

13

 

. Dicho de otro modo, su
objetivo no es suprimir la diferencia mediante la asimilación de lo
diverso en la cultura y los comportamientos mayoritarios, sino recono-
cer la diversidad en tanto que activo personal y social y alcanzar la inte-
gración sin asimilación.
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La palabra «guardianes» califica a un amplio abanico de agentes de las organizaciones y
ajenos a éstas, que van desde las agencias de contratación privadas a los contratistas privados que
actúan en el marco de programas de formación profesional patrocinados por el Estado y a los man-
dos jerárquicos, pasando por las instituciones privadas o públicas de asesoramiento y orientación
profesional.
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El patrón empleado para determinar el grado de igualdad en el trabajo que ha alcanzado
una sociedad puede ser de índole muy discriminatoria si la duración de la jornada laboral, el equi-
librio entre la vida laboral y la familiar y el tipo de empleo que se utilizan como referencia en los
planes en contra de la discriminación se circunscriben a la pauta tradicional de los trabajadores
varones con un puesto fijo y a tiempo completo.
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Las manifestaciones jurídicas de este modelo se hallan en el au-
mento de los motivos por los que la ley prohíbe la discriminación en va-
rios países y en la promulgación de leyes por las que se reconoce la
existencia y personalidad propia de colectivos sociales concretos. En
América Latina, por ejemplo, se considera que el reconocimiento de
derechos culturales, económicos y políticos privativos de los pueblos in-
dígenas — que se suman a los concedidos a la población general — es
un instrumento para remediar injusticias de otras épocas, reducir las
desigualdades y alcanzar la equidad y la cohesión sociales (Plant, 1998).
Merece la pena observar que este planteamiento basado en la diversi-
dad ha ejercido enorme atractivo en los defensores de la igualdad por
motivos económicos, doctrina denominada de la «gestión de la diversi-
dad», según los cuales las diferencias personales y la diversidad colec-
tiva mejoran la productividad, la innovación y la eficiencia de los
trabajadores, lo cual impulsa una cultura corporativa que alienta la he-
terogeneidad de la mano de obra. Ahora bien, este planteamiento se
centra en la persona y sus puntos fuertes, pero no aborda ni las relacio-
nes ni la dinámica existentes entre diferentes colectivos. Contribuye a
poner en tela de juicio la imagen del varón blanco en tanto que traba-
jador de referencia, pero por sí solo no hace mella en la discriminación
estructural (Crow, 1999).

Quienes critican el modelo de la igualdad consistente en la diver-
sidad y la identidad afirman que, en determinadas circunstancias, al
poner el acento en la diversidad puede dejarse de lado el objetivo de la
justicia distributiva tan necesario para los colectivos desfavorecidos
económicamente. En los Estados Unidos, por ejemplo, la insistencia en
la diversidad está levantando críticas de ciudadanos negros porque la
ampliación de las medidas de «discriminación positiva» a los estadouni-
denses de origen extremooriental puede mermar la cuantía de las medi-
das redistributivas de que disfrutan (McCrudden, 2002). Otra crítica de
este modelo dice que la importancia que atribuye a las identidades
colectivas acaba por difuminar las identidades existentes en un mismo
colectivo (pues las personas pertenecientes a una etnia difieren entre sí
por su edad, estado civil, sexo, etc.), lo cual encajona a la gente dentro
de confines fijados artificialmente y niega los cambios que experimen-
tan con el tiempo sus aspiraciones y demandas. Todo ello refuerza los
estereotipos mismos que quieren erradicar las leyes contra la discrimi-
nación. Algunos analistas han aducido, además, que el reconocimiento
de derechos de colectivos minoritarios se opone frontalmente a la pro-
cura de la igualdad entre los sexos, ya que las culturas y normas mino-
ritarias tienen características sexistas que perpetúan unas desigualda-
des considerables de autoridad y de ventajas entre el hombre y la mujer
(Okin, 1999).

Una variante del modelo de la diversidad, que lo lleva hasta su
conclusión lógica, es el denominado «programa transformador», cuyo
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objetivo es alcanzar la igualdad entre mujeres y hombres, razas, grupos
étnicos, etcétera, en el mercado de trabajo por lo que se refiere a las
recompensas económicas y las facultades, sin pretender que todos
logren unos resultados idénticos (Rubery y otros, 1998). Para ello, la
estructura y los principios del mundo del trabajo deben asumir fiel-
mente y valorar por igual las aspiraciones, los talentos y las trayectorias
profesionales de una población activa mixta y variada, finalidad que
evidentemente no se podrá lograr de la noche a la mañana. El fomento
de la autonomía de personas y colectivos desfavorecidos es esencial
para avanzar por este camino, pues sólo si poseen mayor capacidad de
negociación lograrán cuestionar y reformar las estructuras profesiona-
les y los principios y prácticas laborales para que sean socialmente inte-
gradores. Se propone, por consiguiente, un programa de implantación
de la igualdad en dos etapas, en la primera de las cuales el objetivo con-
sistirá en que las instituciones y prácticas laborales atiendan las necesi-
dades propias de los colectivos desfavorecidos y mejoren su represen-
tación en todos los sectores, jerarquías laborales y organizaciones
representativas. En la segunda, se transformarán la estructura y los
principios del mundo del trabajo a resultas de este impulso cuantitativo
y cualitativo a la participación de todos los sectores sociales (Bercusson
y Dickens, 1996).

 

Observaciones finales

 

Para erradicar la discriminación en el empleo y la ocupación hay
que promover la igualdad de trato y de oportunidades. Ahora bien, aun-
que está comúnmente aceptado el principio de igualdad, el concepto de
discriminación tiene perfiles brumosos, por lo que pueden surgir discre-
pancias acerca del significado de igualdad y de sus consecuencias en los
planos normativo y político. En este artículo hemos analizado el con-
cepto de discriminación y sus diversas facetas. Hemos recalcado el valor
del análisis cruzado, que ha sacado a la luz tipos de discriminación que
hasta entonces permanecían ocultos y ha aprehendido en toda su com-
plejidad la discriminación que padecen las personas más desfavoreci-
das. Para aclarar la noción de igualdad en el trabajo hemos expuesto
tres modelos generales de igualdad: el modelo de justicia procedimen-
tal o individual; el modelo de igualdad basado en la justicia social, y la
igualdad en tanto que reconocimiento de la diversidad. También hemos
estudiado brevemente los cimientos ideológicos de estos planteamien-
tos y sus consecuencias en los planos normativo y político. En la prác-
tica, el camino hacia la igualdad no sigue estrictamente ninguno de
ellos; antes bien, suele asentarse en un conjunto de políticas congruen-
tes con los diferentes planteamientos, lo cual pone de manifiesto lo poli-
morfo y dinámico que es el concepto de igualdad y que necesitamos de
los tres modelos para aprehender sus variadas facetas.
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